INFORME ALTERNO DE COLOMBIA PRESENTADO 

AL COMITÉ DERECHOS DEL NIÑO



La situación de violación de los derechos de los niños y niñas en Colombia es generalizada, sistemática y creciente. Durante el período 1993  -1998 no se aplicaron las recomendaciones del Comité de los derechos del Niño  ni  se creo en el pais una instancia de seguimiento, lo que demuestra la falta de compromiso de los gobiernos con la vigencia, prevalencia y promoción de los derechos de la niñez. Condición que se registra en un marco de iniquidad, exclusión e injusticia social.

No existen políticas claras para la satisfacción de sus derechos, existen programas coyunturales destinados a la atención de la infancia  que cambian de acuerdo con las prioridades del gobierno de turno, sin que ninguno de estos haya garantizado un compromiso serio con nuestra infancia. 

En el gobierno anterior bajo la presidencia de Ernesto Samper se proyectó lo que se conoció como “Pacto por la Infancia”  que sobre la base del diagnóstico de la situación de la niñez a 1996, proponía diversos programas para la atención de la infancia que se encuentra en situaciones especialmente difíciles y a su vez se plantea metas concretas para 1998 y 2000 en la superación de dichas situaciones.     

Este programa, aunque por lo menos en la retórica se plantea como positivo para la niñez colombiana, esta enmarcado dentro de la ya revaluada doctrina de la situación irregular, dirigiendo sus propuestas tan solo a los grupos sujetos a estas situaciones, sin que se planteen políticas claras para la totalidad de la niñez y para la protección integral de sus derechos.  Finalmente el “Pacto por la infancia” se quedó tan solo en una idea y en una cuantiosa inversión en publicidad en medios de comunicación, publicaciones y actos protocolarios, puesto que los niños no se vieron beneficiados del mismo y mucho menos se cumplieron las ambiciosas metas propuestas.

De otra parte, en el actual gobierno bajo la presidencia de Andrés Pastrana Arango  ha sido evidente la desatención al tema de la vigencia de los derechos de los niños, los únicos pronunciamientos gubernamentales sobre el tema aparecen en el Plan de Desarrollo ley 508/99 en el cual no se ha percibido ánimo de implementar políticas claras para la aplicación de la Convención. En el mencionado Plan de desarrollo  no aparecen planteadas alternativas a problemáticas endémicas que afectan a la niñez colombiana, y por el contrario se percibe un gesto displicente sobre esta realidad.

Colombia atraviesa una de los momentos de crisis económica más preocupante de los últimos tiempos, de la que ha resultado víctima principalmente los sectores menos favorecidos, la tasa de desempleo ha llegado al 18,5%,  lo que se ha reflejado en el incremento de insatisfacción de derechos de los niños de estos sectores, que son la mayoría, pues el bajo nivel de ingreso de las familias afecta sus posibilidades de supervivencia y de acceso a los servicios de salud, educación etc.  Las acciones gubernamentales para conjurar la crisis se han dirigido a fortalecer los sectores económicamente fuertes y desatendiendo los sectores mas vulnerables, entre ellos los niños.

Esta situación ha generado que el descontento social sea expresado a través   acciones de protesta como movilizaciones campesinas o tomas a instalaciones estatales etc., las que cuentan con importante presencia de niños, a pesar de lo cual son  reprimidas o desatendidas  por las autoridades estatales. Recientemente el pueblo indígena U´wa desarrollaba una acción pacífica de protesta por el irrespeto estatal a su territorio ancestral  reconocido, acción que fue reprimida violentamente por las autoridades militares y de policía lo que produjo que en la huida tres niños indígenas de 9, 10 años y una niña de tan solo cuatro meses se ahogaran en un río.

El 41% de la población infantil, es decir 5.9 millones, se encuentran en situación de pobreza; y el 15.6%, esto es 2.2 millones, se encuentran en miseria.  La relación también depende de la situación familiar, el 26.7% de los hogares se encuentran en pobreza y el 10.4% se encuentran en miseria, lo que genera que los niños y las niñas de los hogares pobres estén mas expuestos a problemas de salud, desnutrición, maltrato, abandono y en especial explotación sexual y laboral. 

1. SEGUIMIENTO A LAS RECOMENDACIONES DE 1995:

1.1. Sobre la primera recomendación:

En el pais no existe una entidad gubernamental ni interistitucional que se encargue de la vigilancia permanente del  cumplimiento de la CIDN, no se ha implementado un organismo de control al respecto.  No se ha elaborado un análisis juicioso de la situación real de los niños y niñas en el pais.

La situación de los niños en Colombia ha venido empeorando en los últimos años,  cada vez es mayor la disparidad entre lo consignado en las normas y la realidad de los niños.

1.2.   Sobre la segunda recomendación 

No existe una instancia estatal que centralice información y esfuerzos en defensa de los derechos de los niños, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar sólo se ocupa deficientemente de aquellos que declarados en abandono o en peligro de estarlo. La información existente sobre el estado general de los derechos de los niños y sobre aquellos grupos especialmente vulnerables, no es completa, en algunos casos no es uniforme y generalmente obedece a iniciativas de entidades privadas o no gubernamentales, esto hace que los  esfuerzos a favor de los niños, sean dispersos, poco eficaces y sea difícil la evaluación.

1.3.  Sobre la tercera recomendación:  

El interés superior del niño no ha sido aplicado frente a las políticas publicas en materia de infancia, la prioridad en la destinación del gasto social en materia de educación y salud  no se ha traducido en bienestar  para nuestros niños.

La Constitución Nacional establece en el art. 350 que el gasto publico social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación, contrario ha esto el estado a través del Plan Nacional de Desarrollo decidió duplicar el presupuesto  para la defensa nacional recortando recursos para el sector social y los subsidios para las poblaciones más pobres y vulnerables. De esta forma, el presupuesto  de inversión del ejercito pasa de $980.000 millones a 2 billones, financiado con créditos externos y el recorte general de los demás sectores del plan principalmente a los que favorecerían a los sectores mas vulnerados como los niños. 

1.4. Sobre la cuarta recomendación :

 Según datos de la Defensoría del Pueblo en Colombia diariamente muere un promedio de 12 niños: 5 son asesinados, 3 en accidentes de transito, uno se suicida y  3 en otros accidentes. Generalmente la mayoría de las victimas son niños de los sectores pobres. No existen cifras exactas pero constantemente los medios de comunicación registran maltratos, asesinatos, torturas, ventas, secuestros y desapariciones.

La población infantil en Colombia es de 16.722.000, 41% de la población, de ellos aproximadamente 4 millones trabajan, mas de 6 millones viven en la pobreza y la mitad vive en la miseria, de los aproximadamente 700.000 niños que nacen al año, la mitad están condenados a vivir en la pobreza y 34.000 no alcanzaran a cumplir el año de vida; situaciones que afectan gravemente la  supervivencia de los niños colombianos y aún así no existen políticas permanentes, sistemáticas e integrales para garantizar la supervivencia de los niños que además de la pobreza, enfermedad y explotación, siguen siendo víctimas de torturas, asesinatos y maltratos físicos de los que son responsables especialmente autoridades militares y de policía.

El nivel de impunidad en Colombia alcanza El 97% y en casos de violaciones a los derechos humanos es del 100% a pesar de que se invierten $4.000 millones de pesos diarios en la administración de justicia. En casos de violación a los derechos de los niños la situación es mas grave aún, las investigaciones por crímenes como homicidios, abuso sexual, maltrato contra niños, carecen de resultados positivos en el hallazgo de responsables e imposición de severas sanciones, esto aumenta la realidad de vulnerabilidad que afecta a los niños. 

La justicia penal militar es uno de los mecanismos más significativos para perpetrar la impunidad, a pesar del pronunciamiento de la Corte Constitucional en la Sentencia 358/97  en el que señala que las violaciones a derechos humanos no pueden ser conocidas por la Justicia Penal Militar, y de que la Comisión de Derechos Humanos de naciones Unidas y otros organismos internacionales han recomendado al Estado colombiano su abolición. Las violaciones a los derechos civiles y políticos de los niños en el pais son conocidas por los tribunales militares, sin que se garantice una sanción pertinente al responsable, ni el derecho a la verdad ni a la reparación a las victimas.

1.5. Sobre la quinta recomendación :

El sistema de justicia para los adolescentes infractores caracterizado por la violación de las garantías judiciales,  profiere un trato degradante, la preparación especializada de los funcionarios que la ejecuta es deficiente. Los defensores de familia no operan como una figura que defienda los interes de los niños.

En el marco de la crisis carcelaria que afronta el país, los niños jóvenes son en muchas ocasiones detenidos en estaciones de policía y cuarteles militares junto con adultos (hombres y mujeres) en condiciones deplorables e infrahumanas por varios días y en la instituciones de reeducación se imponen tratos crueles inhumanos y degradantes. La desidia de los funcionarios al momento de practicar las pruebas pertinentes que determinen su edad es una de las causas para que esto suceda.

1.6. Sobre la sexta recomendación: 

A pesar de que desde febrero de 1995 el Comité recomendó al Estado colombiano  ratificara el Convenio 138 de la OIT, sólo lo hizo hasta  noviembre de 1.999. No existen procedimientos idóneos para la recepción de denuncias, investigación y sanción de responsables de la explotación económica que sufren aproximadamente 2.500.000 niños y niñas. La adopción de esta norma no garantiza su cumplimiento si no se desarrolla una verdadera política que mejore las condiciones de los niños trabajadores y se cumplan con los mínimos requeridos.

1.7. Sobre la séptima recomendación: 

Las profundas inequidades sociales que vive nuestro país se evidencian en el nivel de oportunidades de acceso a la educación que se distribuyen de forma inequitativa, no sólo entre grupos de ingresos sino también entre regiones. Solo dos de cada tres de los niños de 12 a 17 años más pobres, pueden acceder a la educación, en contraste con el 88% de los más ricos que acceden a ella; de los niños entre 3 y 5 años, cuatro de cada cinco niños del 40% más rico asisten a un preescolar, mientras sólo uno de cada dos niños del 40% más pobre tiene acceso a este nivel de atención.La Federación Colombiana de Educadores –FECODE- calcula que los niños que actualmente se encuentran por fuera del sistema educativo se acercan a 4 millones.

La escolaridad promedio en las zonas rurales, para la población mayor de cinco años de edad, en 1997, es de 3.2 años y la urbana de 6.8 años; en las siete principales ciudades es de 7.5 años en 1997. Casi toda la oferta de cupos en preescolar se concentra en el sector urbano. 

La cobertura de la primaria en las ciudades más grandes es más amplia,  en contraste con  algunos departamentos, especialmente en aquellos de las dos costas, en las áreas rurales y en los municipios más pobres, tanto la cobertura como la promoción en la educación primaria se sitúan muy por debajo del nivel nacional, la cobertura para la secundaria es aún  inequitativa pues la oferta de cupos de secundaria en las zonas rurales es prácticamente inexistente. La educación secundaria está mucho más extendida en los departamentos y municipios más desarrollados, al tiempo que se concentra en las familias de ingresos medios y altos.

1.8. Sobre la octava recomendación: 

Se han adelantado campañas gubernamentales para reducir la violencia social y en la familia, sin embargo, son coyunturales y hacen énfasis en importantes inversiones en publicidad, actos protocolarios, carecen entonces de continuidad y mecanismos de seguimiento de su incidencia.  

Se estima que El 20% de las adolescentes están en embarazo o son madres, de ellas una tercera parte sólo ha cursado la primaria. El aborto se ha constituido en la tercera causa de mortalidad materna y la segunda causa de ingreso hospitalario, de cada 100 jóvenes menores de 19 años, el 45%  ha tenido una experiencia de aborto. Solo existe una entidad estatal que desarrolla programas de educación sexual y reproductiva para adolescentes y su cobertura es mínima. 

1.9. Sobre la  novena recomendación: 

En los últimos 10 años no se evidencia un cambio de actitud por parte de los funcionarios públicos frente a la prevalencia de los derechos de los niños. La fuerza publica  avanza en su patrón ofensivo frente a la población civil y en particular frente a los niños quienes han venido siendo  víctimas  a la violación de sus derechos civiles y políticos. Es evidente, entonces,  que por parte del gobierno colombiano no se ha dado especial énfasis a la formación y sensibilización  de sus funcionarios frente a los derechos de los niños. 

1.10. Sobre la décima recomendación:

El papel de las ONGs en la promoción y defensa de los derechos de los niños en Colombia ha sido protagónico en contraste con el del Estado que acude con frecuencia en busca de su apoyo, sin embargo esto no se percibe como la búsqueda de apoyo y coordinación, sino como una acción de completa delegación en ellas de las responsabilidades que le competen principalmente al Estado. Esto resulta perjudicial para los niños porque las ONGs en su mayoría no cuentan con los recursos suficientes para cumplir con las expectativas.  

En Colombia no existe un movimiento social de niños ni por los niños. No se han propiciado las condiciones para que esto suceda, para que los niños en realidad puedan ejercer su derecho a la participación. Las expresiones simbólicas como el  Movimiento de los niños por la paz, no tienen repercusiones en la sociedad colombiana, se limitan a expresiones esporádicas multitudinarias pero que no obedecen a un proceso dinámico por mejorar las políticas publicas referidas a la infancia vulnerada del pais. 

1.11. Sobre la undécima recomendación: 

El acceso a la información que permita verificar el cumplimiento de esta recomendación es muy difícil, debido a la inexistencia de un  organismo que centralice esta información y  las iniciativas a favor de la infancia.  

1.12. Sobre la duodécima recomendación : 

La elaboración de los 2 informes que el Estado ha presentado a este Comité, han sido elaborados por el Ministerio de Relaciones Exteriores de manera centralizada y solo se accede a ellos por solicitud expresa. No existen espacios donde se permita la participación de la sociedad, de los niños o de entidades que conozcan  el tema. Los informes se han limitado a presentar los programas del gobierno que no se traducen en la realidad.

Las actas de sesiones del Comité y las recomendaciones proferidas por el mismo, no se han hecho públicas lo que va en detrimento de las acciones de la sociedad para exigir su cumplimiento.

2. PRINCIPALES TEMAS DE PREOCUPACIÓN

2.1 . EL DERECHO A LA VIDA Y VIGENCIA DE LOS DERECHOS ECONOMICOS SOCIALES Y CULTURALES PARA LOS NIÑOS EN COLOMBIA.

A pesar de que el Estado Colombiano ha ratificado, además de la CIDN otros  los instrumentos internacionales que hacen referencia en especifico a los derechos económicos, sociales y culturales de los niños, como el Protocolo de San Salvador, ante el sistema Interamericano y el pacto de los derechos económicos, sociales y culturales en las naciones unidas, sigue prevaleciendo una enorme disparidad entre las normas y principios universales y las leyes y practicas locales respecto a los derechos de los niños estas cifran lo demuestran en parte.

Además entre los jóvenes de 15 a 24 años, son asesinados al anualmente 10.000. De los 582 suicidios que se registran por año en el pais de los menores de 24 años, 60 corresponden a menores de 15 años de edad. 

El principal problema del servicio a la educación en el pais se ve reflejado en la baja calidad del servicio publico lo que busca la privatización de la prestación de sector. El Plan nacional de Desarrollo plantea el desmonte de los grados cero, los que serán asumidos por las cajas de compensación, los municipios y  entidades privadas.

La Asociación de Colegios Privados reporto que 500 mil estudiantes no van ha ser matriculados en el año 2000 dado que sus padres no tienen como pagar las deudas escolares del año 1.999. Según el Icetex la situación es aun peor dado que se estima una deserción escolar del 30% es decir un millón y medio de estudiantes estarán por fuera del sistema educativo.

La prestación del servicio a la salud es precario y no existe la prevalencia de la salud en los niños ni la atención a las normas constitucionales en la materia, a pesar que el art. 50 de la Constitución Nacional establece categóricamente el servicio de salud gratuito y prioritario para los niños menores de un año. La vigencia de este derecho se ha suspendido hasta que la ley particular lo reglamente. Es así como el promedio de mortalidad infantil asciende a 28 por mil nacidos, menores de un año.

Las causas inmediatas de muerte prematura de los niños son las afecciones prenatales, en el parto y una semana después, las enfermedades respiratorias y las infecciones intestinales. El fallecimiento de niños entre 1 y 5 años tienen las mismas causas pero en diferente orden de importancia: las infecciones intestinales son la principal causa de defunción y le siguen las afecciones respiratorias crónicas. El pais presenta la cifra de 3 millones de infantes con algún grado de desnutrición.

En referencia a la salud mental de los niños no ha sido tenida en cuenta por las instituciones del Estado, la situación de violencia generalizada en que vivimos permanentemente y en especial la situación de los niños desplazados de manera forzada ha dejado millones de niños con serias afecciones sicológicas, que no han sido atendidas por las instituciones gubernamentales.

2.2. EL SISTEMA NACIONAL DE BIENESTAR.

El sistema de bienestar dirigido por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. para los niños es ineficiente, el Estado ha delegado la responsabilidad del cuidado y atención de los hijos con madres trabajadoras y en abandono de las edades de o a cinco años, en la familia con la participación del sector privado, cajas de compensación,  ONGs del sector empresarial y municipio . 

Los Hogares infantiles creados por el ICBF que deben atender niños menores de 7 años tienen una cobertura que no pasa del  0.2%. Las condiciones físicas, nutricionales y de salubridad de estos hogares son inapropiados para garantizar el cuidado integral y optimo a los pequeños. Además se ha provocado la explotación laboral a las madres comunitarias que prestan este servicio.

Protección de la infancia: en su tercer informe sobre Colombia la Comisión Interamericana de derechos humanos afirma: “estudios importantes de organizaciones no gubernamentales efectuados recientemente sobre la protección de los niños han llegado a la conclusión de que en Colombia no existe un sistema organizado de bienestar familiar y que hay poca eficacia en  los programas de las entidades del sector, las cuales además no se encuentran coordinadas entre sí. Se ha concluido también que no existen políticas y procedimientos de atención destinados especialmente a la niñez. Se ha analizado también la situación de la justicia concerniente a casos relacionados con niños y niñas y las conclusiones, después
 de estudiar comisarias, defensorias y juzgados de familia, indican que hay un evidente caos en la jurisdicción de familia  por lo cual se requiere una reforma urgente en tal jurisdicción.”

2.3. NIÑOS Y NIÑAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO POLÍTICO Y ARMADO EN COLOMBIA.

2.3.1.  Los ataques a la vida y la integridad de los niños y niñas  se enmarcan dentro de la práctica constante de  ataques indiscriminados por parte del Ejercito y la Fuerza Aérea sobre poblaciones civiles. La población de Santo Domingo en el departamento de Arauca, el 13 de diciembre de 1.998, fue víctima de un bombardeo indiscriminado, con helicópteros de la Fuerza Aérea y aviones de alta tecnología donados por E.U. para la lucha contra el narcotráfico, que desatendieron que los pobladores agitaron prendas blancas para   a advertir su condición de población civil, produciéndole la muerte a 19 personas entre ellas 2 niñas y 5 niños entre 4 y 10 años y un joven de 17 años, además resultaron gravemente heridas 25 personas mas entre ellas 5 niñas y 4 niños. Las autoridades militares informaron ante los medios de comunicación que se había desarrollado un “intenso” combate y que los que habían muerto eran guerrilleros. Pasados 14 meses el caso permanece en la impunidad.

En Colombia se ha desarrollado una guerra interna con dinámicas fatales que ha dejado un sinnúmero de victimas, dentro de las cuales los niños llevan la peor parte, pues son víctimas de homicidios, desapariciones, torturas, violaciones, secuestros y de vinculación como actores en el conflicto. 

2.3.2. La Vinculación directa al conflicto armado de los niños desde del Estado Colombia ratificó la Convención de los Derechos del Niño en 1.991, en este momento se presento una reserva con relación al art. 38 de la misma, aumentando la edad a 18 para definir la situación militar de los jóvenes. Sin embargo  la ley 48 de 1.993 permite que los niños mayores de 15 años sean reclutados en las Fuerzas Armadas. Muchos niños han muerto en combate, prestando el servicio militar obligatorio, otros tantos se han suicidado por causa del rigor militar, aunque no se revelan   cifras sobre esta realidad.

En los últimos años muchos niños han participado en la confrontación armada, las Fuerzas Armadas   informan que en 1.995 fueron reclutados 57.609 jóvenes de los cuales 4.756 son menores de 18 años,  y para mayo de 1.998 había un total de 3.445 de 15 y 16 años. Tras las protestas generalizadas de padres de niños soldados, el Congreso aprobó la ley 418 en 1.997 que permitió el servicio militar voluntario a partir de los 15 años. Hasta el pasado 23 de diciembre se promulgo la ley 548/99  que aumenta la edad a 18 años para la prestación del servicio militar.

Si bien es una realidad reprochable el reclutamiento de niños a las filas insurgentes, también lo es, que las Fuerzas Militares actúan con una  doble moral pues por un lado reprochan  con vehemencia el reclutamiento guerrillero y por otro asesinan sin compasión a los niños guerrilleros en combates en los que podrían evitar la muerte de estos.   Recientemente el Ejército Nacional dio muerte a varios niños guerrilleros en medio de  combates con las Fuerzas Armadas Revolucionarias (FARC) en cercanías a la capital.

2.3.3. Los grupos paramilitares reclutan niños y niñas en sus filas a cambio de dinero para las familias, según un informe de la Defensoría del pueblo en 1.996,   “en una región del Magdalena Medio, en un grupo de 20 paramilitares 10, son niños. Se pueden ver chicos hasta de ocho años patrullando por la zona”. Esta práctica es una forma de vinculación Estatal de niños  al conflicto si tenemos en cuenta que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su tercer informe sobre Colombia señala :  “La acción  paramilitar es atribuible al Estado Colombiano y puede comprometer la responsabilidad estatal frente a la comunidad internacional”.

2.3.4. Las Fuerzas Militares han ejecutado la deplorable práctica de utilizar a los niños retenidos o que se retiran de las fuerzas insurgentes, como informantes manteniéndolos durante varios días en instalaciones militares para exigirles información sobre la guerrilla y posteriormente presentarlos a los medios masivos de comunicación para que rindan versiones acomodadas. Así mismo, utilizan niños civiles como informantes, mensajeros o espías, incluso forzándolos a  portar uniforme militar. Muchos de estos servicios son logrados a través del chantaje emocional con la idealización de la vida militar  y el regalo de objetos o dinero.   

En mayo de 1997 tres adolescentes fueron irregularmente capturados por el Ejército Nacional en Barrancabermeja y obligados a portar uniformes militares, encapucharse, realizar patrullajes con el Ejército y señalar a personas como guerrilleros o sus colaboradores.

2.3.5. Las Fuerzas Militares contrariando su carácter no deliberante, intervienen en asuntos sociales que no le competen con el propósito de favorecerse como actor en el conflicto. Mediante el manejo emisoras en todo el país, publicación de tiras cómicas,  transmisión televisiva de magazines y programas dramatizados que son presentados en horarios infantiles y que alimentan odios y sentimientos guerreristas en los niños. Esto tiene como consecuencia que los niños tengan como opciones de recreación espacios de apología a la violencia, claramente  proscritos por la Convención Interamericana de Derechos Humanos, y la Convención sobre los Derechos del Niño.  

En la zona rural de la ciudad de Neiva, un niño dio muerte a otro cuando observaban la serie “Hombres de Honor”  e imitaban sus personajes utilizando un arma que se encontraba en la casa. La mencionada serie es producida por el Ministerio de Defensa, en ella se representa el conflicto armado colombiano y los miembros del Ejército Nacional aparecen como “hombres de honor” a pesar de que en la misma serie asesinen, criminalicen a la población civil y las entidades defensoras de derechos humanos e incluso utilicen niños como informantes y los lleve a combate.

2.3.6. El Ejercito como la Policía han reclutado niños y niñas para labores de promoción cívica, en las llamadas campañas cívico militares destacándolos en zonas de guerra uniformados, poniéndolos de esta manera en peligro de ataque. La Policía recluta niños desde de 7 años como “pequeños patrulleros”, para participar en actividades relacionadas con la Policía.  El Ejercito Nacional reconoce que durante el año 1.999 destinó mas de 10 mil millones de pesos para la realización de 160 acciones civico-militares  dirigidas a 2 millones de personas  dentro de los cuales se encuentran 195 planteles educativos donde estudian 15 mil niños aproximadamente.

El Ejercito tiene la facultad de organizar programas  de promoción cívica con desfiles de propaganda de guerra, circos militares, generalmente realizados en zonas de intenso conflicto. Para esto son utilizados niños y niñas desde los 5 años, en programas como las “niñas de acero”, “niños de acero”, “soldaditos de plomo”  “chicas de acero”, etc. Estos niños reciben instrucción militar y son educados en la cultura bélica. El 13 de Junio de 1.998 el ELN retuvo 15 mujeres entre ellas 11 niñas entre los 13 y 17 años cuando realizaban actividades cívicas de apoyo a la XIV Brigada del Ejercito en el municipio de Segovia en el departamento de Antioquía, quienes fueron posteriormente dejadas en libertad.

2.3.7. El Ejercito y la Policía han intervenido en escuelas de educación básica de sectores marginales para realizar  actividades de estrategia militar y de “acción sicología “ a la población civil, en ellas realizan labores de educación académica, instrucción militar y establecen bases para sus actividades de seguridad. En Santafé de Bogotá en el sector popular de Ciudad Bolívar, desde hace 10 años tres escuelas donde estudian  aproximadamente 2400 niños, habían sido tomadas por miembros del Ejército Nacional, que las administraban, impartían las clases y permanecían en sus instalaciones uniformados y haciendo uso de armas, en grave infracción al derecho internacional humanitario, poniendo en peligro de ataque a estos niños puesto que esta zona tiene presencia  insurgente.  Fue necesario una intensa labor de presión de la comunidad y una acción pública de tutela para que  fueron retirados. 

2.3.8. La educación para la guerra esta institucionalizada  a través de Colegios Militares. La ley 48 de 1.993 en el art. 62, permite la existencia de  colegios militares de educación básica y secundaria, donde los niños reciben además de la educación académica, instrucción militar, tienen un sistema administrativo donde se manejan jerarquías y mandos y están regulados por Ministerio de Defensa Nacional. Generalmente, los jóvenes que terminan su bachillerato en estos colegios pasan a ser parte del Ejercito oficial. 

2.4. NIÑOS EN SITUACION DE DESPLAZAMINETO 

En Colombia cada hora son desplazados 20 personas menores de 19 años, según estadísticas de CODHES, el 75% de  las personas en esta situación son niños y niñas.  Desde 1.995 hasta hoy nos acercamos a los 2 millones de desplazados internos por razones de la violencia. Con el desplazamiento se materializa una sistemática violación a los derechos humanos. 

El desplazamiento forzado de personas y comunidades en Colombia es una estrategia político militar, de despeje y posterior repoblamiento de comunidades  o de liberación de territorios ricos en recursos naturales para favorecer los intereses económicos de empresas nacionales o multinacionales.  Frente a esta práctica el Estado ha actuado de manera deficiente y dispersa, ofreciendo a las personas y comunidades asistencia humanitaria mínima y coyuntural que perpetúa el desplazamiento e impide la vigencia del derecho al retorno.

En 1997 se expidió la Ley 387 que no aporta en la solución al problema. Adolece de un marco para prevenir  y atacar las causas de desplazamiento, carece de medidas de protección de los derechos de las víctimas y de políticas que garanticen la protección  integral de los niños quienes son los mas duramente afectados. 

2.5. NIÑOS POBLADORES DE LA CALLE Y  LA INTOLERANCIA SOCIAL: 

Muchos niños  que por causa del  maltrato intrafamiliar en sus hogares o por los rigores de la extrema pobreza, son expulsados a la calle se constituyen para la sociedad  en un elemento que "afea” las calles de las ciudades.  Los niños que por estas circunstancias son expulsados a la calle son víctimas de permanente maltrato físico, psicológico y sexual. 

No existen cifras exactas pero se estima que en Colombia entre 20.000 y 30.000 niños viven en la calle. Por las condiciones de desprotección en que se encuentran los niños de la calle donde carecen de un núcleo familiar estable y de identificación, es muy difícil establecer su nombre, familia, procedencia y hasta las circunstancias de su muerte.  Incluso muchas muertes de los niños asesinados en las calles no son conocidas por las  autoridades y sus cadáveres no son objeto del levantamiento por parte de Medicina Legal pues sus amigos de la calle se encargan de recogerlos.

En la ciudad de Pereira, las acciones de “limpieza social” contra los niños de la calle han sido de mayor gravedad, a finales de 1998, se halló una fosa común con alrededor de 60 cadáveres de niños.

2.5.1. La “Limpieza social” contra niños infractores de la ley penal. La capacidad del Estado para enfrentar el problema de delincuencia juvenil y su resocialización es muy precaria,  las respuestas Estatales son bien de omisión pues no se ataca los orígenes estructurales del problema, o bien de corte represivo, pretendiendo que criminalizando y encarcelando a los infractores se conjura la situación. Esta visión autoritaria del problema promovida desde el mismo Estado se extiende a muchos sectores de la sociedad que ven en las medidas de fuerza la respuesta

La doctrina de la situación irregular que orienta las disposiciones legales para el tratamiento del adolescente infractor de la ley penal a través de la jurisdicción especial de “menores”,  consignadas en  el decreto 2737 de 1989 “Código del menor” vigente, señala a los adolescentes infractores como “menores” que se encuentran en una “situación irregular” que los hace objeto  de un “tratamiento” individual que lejos de reeducar como retóricamente consagra el Código, cumple el papel -según palabras de Emilio García Méndez-  de “exorcizar las deficiencias de las políticas sociales...”
.

Las autoridades especialmente de Policía que demuestran estar convencidas de que los niños son efectivamente “menores” y que ello implica que se puede e incluso se necesita desconocerles garantías, retenerlos por horas o días, golpeándolos, obligándolos a desarrollar labores de aseo en la instalaciones de la Policía. Así mismo consideran que la inimputabilidad penal para menores de 18 años es un problema pues se considera  que son delincuentes que debían recibir un trato más duro,  como consecuencia de esta lógica resulta  que es mejor hacer  una  “justicia” más radical y efectiva para acabar el problema acabando con su vida.   

El Estado no  ofrece condiciones de vida,  de  educación, recreación, cultura y proyectos de vida para los adolescente  y se ven forzados a buscar en la calle y en la delincuencia opciones de supervivencia. Son objeto  de permanentes hostigamientos, son incluidos en listas negras  y asesinatos en las esquinas  de  sectores populares de las  principales ciudades colombianas.  A pesar de que en muchos casos se ha demostrado la responsabilidad por acción o por omisión de la Policía Nacional en la muerte de estos jóvenes, su respuesta más inmediata ha sido el rechazo a la existencia de estos grupos de “limpieza social” o “escuadrones de la muerte” y atribuir las muertes a ”venganzas entre pandillas o bandas juveniles”. 

El 3 de mayo de 1995 tres adolescentes de 15, 17  y 16 años por la Policía, fueron objeto de torturas como bolsas de plástico en sus cabezas, chuzadas en los dedos con objetos cortopunzantes,  buscando su “confesión” de hechos de los que los acusaban. Ante la angustia de una de sus familiares un miembro de la Policía le dijo “guarden las lágrimas para cuando los hayamos matado”; fueron trasladados al Centro de Capacitación y Reeducación Valle del Lilí del Instituto  Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, donde fingiendo una fuga, el coordinador, profesores y agentes de la Policía de Menores, entregaron irregularmente sujetos desconocidos para dos días después ser hallados sus cadáveres con evidentes signos de tortura. En la actualidad la investigación penal ha vinculado al personal de la institución y a los agentes de la Policía de Menores como coautores, permaneciendo en la impunidad en relación con los autores materiales del horrendo crimen y con los autores intelectuales. 

La ejecución directa de las acciones pues se han  reportado numerosos casos en los que las autoridades especialmente de la Policía Nacional y él DAS son los responsables intelectuales y materiales.  El 24,4% de las denuncias por “limpieza social” en la ciudad de Bogotá se hacen contra la Policía Nacional. Las investigaciones que se adelantan contra estos funcionarios no reportan conocen resultados concretos contra la impunidad.    

El Estado a través de las entidades responsables de investigación y sanción no diseñan y adelantan políticas y estrategias específicas para detectar y sancionar a los responsables intelectuales y materiales de la “limpieza social”. 

2.6. MALTRATO INFANTIL

Según estudio de la Procuraduría, para 1996 el 60% de los niños colombianos eran maltratados física y psicológica o socialmente.  Red para la atención y Prevención del menor maltratado, que hay en 1996, 6 millones de niños maltratados lo que incluye a los niños trabajadores. Y de estos 850.000 son maltratados severamente. La mayoría se encuentra entre los 5 y 14 años.

La ley 294-95, se ha perfilado como un importante esfuerzo dirigido a la sanción de la violencia intrafamiliar, sin embargo los procedimientos que ella contempla no responden a las necesidades del maltratado, pues el proceso a pesar de pretender ser sumario no lo es, las medidas impuestas al maltratante muchas veces significan perjuicios para las víctimas.  A pesar de la ley contempla la atención psicológica como una de las medidas para las víctimas del maltrato, es evidente la falta de capacidad estatal para ofrecer este servicio.  Esta normativa es importante en la búsqueda de sanción pero no esta acompañada de acciones sistemáticas de prevención del maltrato y de detección temprana.

2.7. NIÑOS INFRACTORES A LA LEY PENAL

En Colombia se han identificado 32.400 procesos activos en los cuales  están vinculados como autores o partícipes  de una infracción a la ley penal  a menores de 18 años, quienes por situaciones económicas, sociales o en muchas ocasiones por presión de un adulto han infringido la ley penal.

En 1996 11.688 niños capturados, incurrieron en infracciones contra el patrimonio económico el 51,2%, contra la vida e integridad personal el 18% contra el Estatuto  de estupefacientes  el 8,3%, contra la libertad y el pudor sexual el 3.9%, por otras infracciones el 18,6%. Del total de niños capturados prevalecieron las edades entre 15 y 17 años en 66%, de 15 años el 13%, de 16 años el 22.6%, de 17 años el 30,4.

En el país existen 34 centros de reeducación de niños infractores, en estos centro en el año de 1996 se reportó un sobre cupo del 330% según información suministrada por el 69% del total de juzgados de menores, esta situación de tiene como una de las razones principales el hecho de que los jueces tienen preferencia por imponer a los infractores medidas de internación como medida preferente y no excepcional como lo consagra el Código del “Menor” en el artículo 203. 

La “ubicación institucional” es una efectiva privación de la libertad que se ejecuta sin el cumplimiento de las garantías y en condiciones de clara violación de derechos humanos, pues los adolescentes son sometidos a tratos crueles, inhumanos y degradantes como la internación en paupérrimos “calabozos” lacónicamente llamados “cuartos de reflexión” y la imposición de castigos físicos. 

Algunos de estos Centros carecen de condiciones dignas para ofrecer a los adolescentes, como la inexistencia o deficiencia de servicio medico,  la formación y capacitación de los educadores es deficiente.  

En el país existen 233 juzgados de menores y promiscuos de familia y aunque en 1996 se haya incrementado la jurisdicción en 26 nuevos juzgados de menores el retardo  en el curso de los procesos sigue siendo evidente.  A pesar de estar contemplado en la ley los juzgados  no cuentan con el equipo interdisciplinario indicado. El proceso en esta jurisdicción  es violador del debido proceso pues desconoce la garantía de la segunda instancia.

Para desarrollar la labor de defensa de los derechos e intereses del adolescente, existen 445 defensores de familia, es decir uno por cada 65 infractores, lo que impide que se garantice el derecho de defensa. Recientemente un sentencia de la  Corte Constitucional ordena que todo adolescente infractor de la ley penal cuente con abogado defensor  de su confianza o suministrado por el Estado, esto es muy saludable pero no se cuenta con una estructura que garantice la defensa de oficio para todos los infractores que su mayoría son de escasos recursos y no pueden pagar los costos de un abogado particular.

2.8. NIÑOS Y NIÑAS TRABAJADORES 

De acuerdo con el Ministerio de Educación en Colombia 1.425.400 niños trabajan. Sobre la base de esta cifra en febrero del presente año, en Ministerio ha lanzado el Plan para la erradicación del Trabajo Infantil,  que pretende  desvincular de las peores formas de ocupación laboral a los niños, sin embargo la cifra mencionada sólo se refiere a los niños en edades entre los 12 y los 17 años, dejando por fuera, sin justificación, a un  gran volumen de niños con edades inferiores que desde muy temprana edad trabajan, muchos de ellos en situaciones de riesgo.

La información oficial es contradictoria, pues por su parte el Departamento Nacional de Planeación estimaba en 1997  que por lo menos 2.447.900 niños entre 9 y 17 años trabajan de los cuales sólo el 1.2% tiene garantías y condiciones laborales mínimas y 850.00 son maltratados en forma severa desempeñándose en labores de riesgo como la floricultura donde están expuestos a sustancias tóxicas sin protección, la minería donde se exponen a gases tóxicos, polvo y al riesgo de derrumbes.    

El 80% de los jóvenes que se dedican al trabajo del campo se pueden discriminar en: el 87.5% de10 a 11 años, y el 82.1% de los adolescentes entre 12 y 14 años, corresponden a trabajadores agropecuarios.  El 39.3% y el 37.4% de las mujeres rurales de 12 a 14 años corresponden a trabajadoras de los servicios y del sector agropecuario respectivamente, otros niños se dedican al trabajo de extracción de oro, de carbón, de piedra, de caliza y otros minerales.  Para las niñas se caracteriza el trabajo domestico, cuido de animales o hermanos menores, labores artesanales.

La participación de los niños ente 12 y 14 años en las zonas rurales es ascendente, pues está íntimamente ligado a la pobreza en el campo y la migración de los adultos hacía las ciudades; la participación de los niños en el trabajo rural es mayor que el de las niñas, las actividades secundarias y las del hogar, llegan a ser del 40.8% para los menores de 10 a 12 años, 56.9% para los de 12 a 14; y 72.6% para los de 15 a 17 años.

En el ámbito urbano se caracteriza el trabajo “informal", independiente  y con una forma de salarización indirecta, las  ventas callejeras, recolección de material para reciclaje,  limpiador de automóviles, constructores para el caso de los niños y en las niñas esencialmente se caracteriza por el trabajo domestico.  

Para el año 95 el 50.1% de los niños entre 10 y 11 años, el 39% entre 12 y 13 años y el 74% entre 14 y 17 son obreros/empleados, mientras que en las niñas el 59.7% entre 10 y 11 años  y el 48.2% entre 12 y 14 son empleadas domésticas.  Los trabajos familiares sin remuneración representan casi mitad entre los niños y más del 30% entre los jóvenes trabajadores.  Menos del 20% de las mujeres participan en servicios domésticos mientras cerca del 40% se desempeña como trabajador familiar sin pago y cerca de un 30% como asalariada.

Algunos estudios estiman que más de dos terceras partes de los niños de 12 a 15 años y algo mas de la mitad de los jóvenes de 16 a 17 años trabaja con una intensidad en la jornada mayor a la autorizada por la ley.  En el campo, mas del 75%  de los niños rurales de 12 a 13 años labora con jornadas superiores a las permitidas en la ley.  En las zonas rurales mas o menos el 50% de los niños y niñas entre 12 y 13 a los trabajan en jornadas superiores a las permitidas, la proporción aumenta en el grupo de 14y 15 años.

2.8.2. El salario y prestaciones sociales: Es difícil establecer el tope salarial que perciben los niños por su trabajo,  debido a la informalidad, lo precario del mismo y las formas verbales de contratación pero de acuerdo a estudios de CENSAT
  los niños ganan menos del salario mínimo legal, no cuentan con prestaciones sociales y muy pocos niños tienen asistencia médica, se estima que el 13% de los jóvenes urbanos y solo el 8% de los que trabajan en el sector rural tienen acceso a la seguridad social.

2.9. NIÑOS Y NIÑAS VICTIMAS DE EXPLOTACION SEXUAL

Frente al tema de la explotación sexual infantil es muy difícil establecer un número aproximado de menores que se dedican a ser  trabajadores sexuales, la ilegalidad de la actividad y la clandestinidad de la misma no permiten determinar la cantidad de niños involucrados en este “comercio”, se estima sin embargo que a nivel nacional muestran una cifra aproximada de 21.000 menores víctimas de la problemática. 

 Se han realizado algunos estudios en diferentes zonas del país que han permitido detectar la magnitud del problema y la grave situación que afrontan los menores vinculados en el mismo.

En una investigación realizada por la Cámara de Comercio de Bogotá
 demostró que para el año de 1.993 solamente en el centro de Bogotá se presenció la existencia de casi 3.000 niñas prostituidas, cifra que triplica el número hallado dos años atrás y para el año de 1.994 en otro estudio realizado por la misma entidad 
 se pudo detectar la presencia de por lo menos 200 jóvenes del sexo masculino trabajadores sexuales, en un centro comercial de la capital.

Los niños inician el trabajo sexual a edades muy temprana,  antes de cumplir los 10 años de edad.  Así, el 5% de las niñas se vinculan desde esta edad y en los jóvenes equivale al 17.1%.  La mayoría de los menores presentan bajos niveles educativos y niveles secundarios incompletos, en  los niños se presentan un 25.7% con secundaria incompleta, frente al 15% en las niñas. Lo que constituye una limitante para la búsqueda de nuevas alternativas de vida que son escasa y obligan a permanecer en el “ejercicio” de la actividad.

Generalmente la población prostituida no posee documentos de identificación, se detectó en Bogotá, que el 60.5% de las niñas y el 46% de los jóvenes carecen de documentos de identificación, es decir no existen para  el Estado, desconociendo el derecho de los niños a tener un nombre y una nacionalidad.

La problemática que acompaña al fenómeno se agudiza cuando se aborda el tema de la salud, el contagio y la propagación de enfermedades de transmisión sexual y VIH-SIDA, además de las del exceso en el uso de las drogas.  El desconocimiento o la falta de comprensión en el tema de protección y preservativos es común, a esto se une cuando los clientes, dueños del poder y del dinero, pagan una suma adicional por omitir el uso de preservativos. El 10% de la población infectada por el VIH corresponde a niños entre los 10 y 18 años.

2.10. LA LEGISLACION INTERNA

La legislación colombiana respecto de los derechos de los niños, es contradictoria, por un lado la Constitución Política, consagra los derechos de los niños en concordancia con la Convención, y resaltando que estos son de carácter prevalente sobre los de los demás, así mismo consagra la facultad de toda persona de exigir su cumplimiento así como el castigo para los responsables de violaciones, por otro lado permanece vigente un código del menor que a pesar de introducir principios de corte garantista, se rige en todo por la doctrina de la situación irregular.  Además de lo negativo de la legislación, la no aplicación de la misma hace más grave la situación de la niñez. 

Durante el anterior gobierno se adelanto el  proceso tendiente a la expedición de un nuevo Código del Niño, este proceso contó con la participación de varias entidades gubernamentales y no gubernamentales en varias regiones del país y tuvo como resultado una propuesta de articulado que contemplaba transformaciones importantes a la legislación vigente en temas como el adolescente en conflicto con la ley penal, la seguridad social, medidas de protección, conflicto armado, desplazamiento forzado, maltrato infantil, tratándolos de manera mas acorde a la Convención.  Esta propuesta fue entregada al gobierno que introdujo modificaciones que entraban en clara contradicción con los postulados de la Convención, con dichas modificaciones la propuesta se convirtió en Proyecto de ley que fue presentado al Congreso de la República donde fue archivado.

A partir de allí, no ha vuelto ha discutirse el tema de reforma o expedición de un nuevo Código y el actual gobierno no ha mostrado ningún interés en liderar o promover el debate sobre este aspecto, por el contrario los marginales comentarios o propuestas sobre el tema de legislación que se encuentran en el Plan de Desarrollo, están dirigidos a perpetuar la actual.    

El papel desempeñado por la Corte Constitucional en la interpretación constitucional de los derechos de los niños, ha sido muy importante puesto que ha definido su alcance ampliamente y ha dejado declarada la responsabilidad del Estado en su vigencia, a pesar de ello, los mandamientos por ella expedidos no son cumplidos cabalmente, lo que profundiza la realidad colombiana de la enorme distancia entre la ley y la práctica.

3. RECOMENDACIONES:

Para dar aplicación a la Convención sobre los Derechos del Niño y corregir la difícil situación de los niños colombianos, el Estado Colombiano debe por lo menos:

3.1. Dar cumplimiento a los tratados y acuerdos internacionales en materia de derechos humanos y en particular los relativos a los derechos de la infancia. 

3.2. Dar inmediata aplicación de la Constitución Política que lo define como un Estado social de derecho, en particular el articulo 44 y 50 referido a los derechos de los niños y niñas.

3.3. Crear instancias competentes y dotarlas de mecanismos efectivos que permitan llevar a cabo investigaciones que conduzcan a la identificación y sanción  de responsables en casos de violaciones a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de la infancia en el pais. Como resultado de estos procesos, en los niveles nacional e internacional, se debe exigir el castigo de los violadores y la reparación integral de los daños ocasionados en la sociedad, las victimas y sus familiares.  

3.4. Expedir de un código del niño que se ajuste a la Convención Internacional, a la Constitución Nacional y a la doctrina de protección integral. El proceso de su formulación y aprobación debe contar con la participación democrática de las organizaciones sociales y sectores populares relacionados e interesados con la temática.   

3.5. Desmontar la actual jurisdicción de menores. La administración de justicia para los niños no debe ser parte del sistema judicial. Los niños infractores deben ser acogidos en programas del sistema de bienestar de acuerdo con los principios establecidos en el articulo 40 de la Convención Internacional.

3.6. Dar desarrollo legislativo a las normas constitucionales referidas a los derechos de la infancia y su materialización en políticas públicas, programas y proyectos que cuenten con los recursos presupuestales y financieros suficientes que sean rigurosamente vigilados para evitar el desvío y la malversación.

3.7 Crear una red institucional  que permita  garantizar de manera universal los derechos de la niñez, en igualdad de oportunidades y condiciones de calidad y acceso, en lo que respecta a su protección (educación y salud gratuitas, vivienda y servicios públicos, alimentación y nutrición, recreación), derecho a los beneficios del desarrollo y participación política.  

3.4. Tomar medidas efectivas para garantizar el derecho a la vida de los niños y las niñas colombianos. Implica la garantía a su integridad personal y condiciones para que lleven una vida digna. 

3.5. Definir y ejecutar políticas coherentes y permanentes de protección de los niños y niñas  víctimas del conflicto armado: atención integral, inmediata y permanente de aquellas víctimas del desplazamiento forzado; penalización en la jurisdicción civil de los crímenes cometidos contra niños y niñas actores del conflicto armado; programas apropiados de protección integral para niños y niñas desvinculados del conflicto, que posibiliten la reincorporación social con garantías; suspención de toda actividad de vinculación indirecta de los niños al conflicto armado. 

3.6. Reformar,  optimizar, humanizar y universalizar el sistema de bienestar para que garantice plenamente la protección de todos los niños en situación de abandono o en riesgo de estarlo, dando participación con garantías a la sociedad. 

3.7. Ofrecer formación y divulgación  permanente de los derechos de los niños dirigida a que en la sociedad se interiorice una cultura de prevalencia de los mismos y en este marco intensificar programas dirigidos a sectores específicos como funcionarios encargados de la prestación de servicios a los niños,   medios de comunicación y miembros de la fuerza publica.     

3.9. Garantizar que los casos de violaciones  a los derechos humanos cometidos contra niños deben serán  juzgados por  tribunales civiles idóneos,  que impondrán sanciones severas, que las víctimas  obtendrán una reparación individual y social integral y que estas decisiones judiciales serán ampliamente difundidas.  

3.10. Crear un sistema de veeduría con amplia participación de las organizaciones no gubernamentales sobre el cumplimiento de los compromisos del Estado Colombiano frente a la Convención de los derechos del Niño. Debe estar apoyado  en un sistema de seguimiento y evaluación de resultados, con información pública, veraz, oportuna y continua, desagregada por genero, grupos etareos, etnias y niveles territoriales (nación, departamentos y localidades).

Organizaciones no gubernamentales que lo suscriben:

· HUMANIDAD VIGENTE CORPORACION JURIDICA

· CORPORACION MUJER, FAMILIA Y COMUNIDAD 

· COMITÉ REGIONAL PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS –CREDHOS- 

· CORPORACION COLECTIVO DE ABOGADOS “JOSE ALVEAR RESTREPO”

· ASOCIACION CAMPESINA DE DESPLAZADOS DE YONDO

· ASOCIACION DE DESPLAZADOS DE BARRANCABERMEJA

· ASOCIACION CAMPESINA DEL VALLE DEL RIO CIMITARRA

·  Servicio  a la Defensa de la Niñez –SEDEN- 

· ASOCIACION SOCIAL COMUNIDAD Y VIDA

· CORPORACION JUAN BOSCO

· BENPOSTA

· CORPORACION SEMBRAR

· ASOCIACION DISTRITAL DE EDUCADORES -ADE-  Bogotá

· Asociación para la investigación social y participativa TALLER DE VIDA

· Corporación para la Reconstrucción Social y Económica de la Población Desplazada del Nororiente REDES

· JUSTICIA Y PAZ DE LA FAMILIA FRANCISCANA

· FUNDACION DIALOGO MUJER

· ASOCIACION DE JOVENES Y ESTUDIANTES DE ARAUCA –ASOJER-

· COMISION INTERCONGREGACIONAL DE JUSTICIA Y PAZ

· Fundación de Apoyo Comunitario -FUNDAC-

· Corporación Mujeres de Bosa

· Fundación de Desarrollo Comunitario -FUNDECOM-

· ASOCIACIÓN EL TRIUNFO

· ASOCIACIÓN GOTICAS DO ROCIO
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Seguimiento a las recomendaciones


Principales temas de preocupación


Derecho a la vida y vigencia de los DESC


Niños y niñas victimas del conflicto


Niños en situación de desplazamiento


Niños pobladores de la calle e intolerancia social


Maltrato infantil


Niños infractores


Explotación laboral


Explotación sexual


Legislación interna


3.   Recomendaciones








Situación de los niños y niñas  en Colombia a inicios del siglo XXI





Crecimiento PIB 1.999:  -5%


PIB per capita 1.999:  US $ 1.880


Indice Gini de concentración del ingreso 1.999:   0.589


Tasa de desempleo (Diciembre 1.999): 18.5% 


Tasa desempleo en población joven y pobre: 60%


Población Total: 42 millones


Población Urbana: 75%


Población Infantil: 41%


Población  infantil en condición de pobreza  por ingresos: 68%


Población infantil en condición de pobreza por NBI: 30%


Niños en situación de desnutrición: 3.5 millones


Niños que mueren violentamente al día: 12


Mortalidad infantil menores de 1 año: 28 por mil nacidos vivos.


Niños laboralmente explotados: 4 millones


Niños sexualmente explotados: 1.1 millones


Niños en situación de desplazamiento forzado: 1.4 millones


Niños maltratados: 60%


Niños en edad escolar sin acceso a Educación: 38%


Niños pobres sin acceso a Salud: 63%


Sobrecupo en Centros para adolescentes infractores a la ley penal: 330%


Existencia de sistema de seguimiento de recomendaciones: NO











� OEA. Tercer Informe de la Comisión Interamericana sobre la situación de Derechos Humanos en Colombia. Aprobado en su sesión definitiva el 26 de febrero de 1.999. Capitulo XIII. Los Derechos del Niño.


� GARCIA Méndez, Emilio. “Derecho de la Infancia-Adolescencia en América Latina” 


� PLAN NACIONAL DE ACCION PARA LA ERRADICACION DEL TRABAJO INFANTIL Y LA PROTECCION DEL JOVEN TRABAJADOR.  Ministerio del Trabajo y Seguridad Social. Santafé de Bogotá.    Agosto de 1.996.


� CENTRO NACIONAL SALUD AMBIENTE Y TRABAJO. CENSAT. “Agua viva”.


Definición de un Plan Indicativo Nacional de Epidemiología Social y Laboral para Menores Trabajadores. Hildebrando Vélez. Santafé de Bogotá 20-01-1997


� CAMARA DE COMERCIO DE BOGOTA. “La Prostitución Infantil y Adolescentes en el Centro de Santafé de Bogotá. , Bogotá diciembre de 1993.


� CAMARA DE COMERCIO DE BOGOTA. “Pírobos” Trabajadores Sexuales en el Centro de Santafé de Bogotá. , Bogotá Mayo de 1995.
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